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1.- Políticas Estatales de la 5 “D”

Las políticas para jóvenes en dificultad o protección al menor en España, sufren un
vertiginoso cambio a partir del traspaso de estas competencias por parte de la
Administración Central, durante los años 80 a las Comunidades Autónomas
(CCAA). Con ello España alcanza uno de niveles europeos más amplios de
descentralización  de esta materia, en coherencia con el viraje que emprendió la
Constitución de 1978 configurando la España social, democrática y de las
autonomías. Junto al tema de menores inicia una andadura semejante el
desarrollo de los servicios sociales, prácticamente inexistentes o bien centralizados
hasta la fecha en el INAS-INSERSO. El plan concertado de servicios sociales en el
ámbito municipal y las nuevas respuestas autonómicas o regionales en protección
y ayuda al joven en dificultad /conflicto y a su familia configurarán las nuevas
políticas estatales y regionales de los  últimos 30 años.

Mientras las CCAA publican las respectivas  legislaciones sobre menores
como marcos de la gestión. dentro del más amplio concepto de solidaridad,
inserción y servicios sociales, el Estado a través de la legislación orgánica 1/96 y
5/2000 promueve en España un cambio en las políticas con niños y adolescentes
en dificultad, conocido entre los profesionales por las “5-D”: des-internamiento, des-
judicialización, des-criminalización, derechos y garantías civiles y diversificación de
medidas.

El “des-internamiento”, entendido como cierre o reconversión de las grandes
instalaciones residenciales,  de los centros e internados dependientes de las
diputaciones provinciales  fue el primer paso para poner en marcha otras
actuaciones individuales y en el propio entorno –  intervención familiar- por parte de
educadores municipales, sociales, de calle o de barrio que atendieran al joven en el
contexto que le era más propio y a la vez más próximo.

La “des-judicialización” fue la gran apuesta legislativa iniciada con la reforma
del Código Civil (Ley 21/87) que otorgó a cada Comunidad Autónoma en su
territorio la capacidad y la responsabilidad de separar al niño de sus padres. Desde
entonces, es la Junta de Comunidades quien suspende la patria potestad, al
conocer por medio de sus servicios un caso de imposible o inadecuado ejercicio de
la paternidad, declara el desamparo del niño o del joven y asume su tutela con
todas las consecuencias de las funciones parentales. El menor pasa a un nuevo
hogar mediante la nueva fórmula, la tutela automática, que supone de hecho la
desaparición de los Tribunales Tutelares de Menores, o bien, a petición de sus
padres se asume su guarda, , sin suspensión en este caso, de la patria potestad.
Para garantizar esta desjudicialización se cuenta con la actuación y más amplia
participación del Ministerio Fiscal, junto a la propuesta de la administración regional
quien somete al juez más próximo, pero generalmente no especializado, para que
resuelva las oposiciones a los temas del acogimiento familiar o de la adopción.



La “des-criminalización” de las conductas de los jóvenes que no están
recogidas en el Código Penal como la no asistencia a la escuela, la insumisión a la
autoridad paterna o la fuga del domicilio así como la mayor exigencia de “derechos
y garantías civiles” del menor de edad, especialmente en el caso de cometer una
infracción. Se pone en marcha con la Ley Orgánica 4/1992, sobre competencias y
Procedimiento de los Juzgados de Menores, el procedimiento contradictorio, el
abogado defensor y la duración determinada de la sanción.

Y para acabar, la “diversificación” de las medidas entendida como la
posibilidad de “elegir a la carta” lo más adecuado para cada joven según fuera su
situación. Esta real, diferencial y eficaz diversificación es la primera condición para
renovar verdaderamente el sistema de protección, en cualquier caso está
pendiente de desarrollo del reglamento estatal para aplicación de la Ley 5/2000,
reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

2.-Hacia  políticas integrales para jóvenes en dificultad y conflicto, las 5
“A”.

Tomaré como referencia  la trayectoria de mi CCAA que habiéndose dotado
de un marco legislativo, la Ley 3/99 del menor en Castilla-La Mancha , elaboró un
plan integral para la infancia y adolescencia 1999 –2003. Ambos, ley y plan, son
respectivamente una y otra parte de la misma respuesta prevista para  atender  la
demanda real y potencial de servicios por una red de recursos existentes o
pendientes de  su puesta en marcha y que constituyen el sistema regional de
protección a la juventud en dificultad.

Aquel  cambio de paradigma iniciado hacia los años sesenta en algunos
estados América del Norte y  otros más avanzados de Europa, bajo las conocidas
“5-D”,ha empezado a reflejarse en la legislación aunque sin consolidarse debido a
las correspondientes restricciones presupuestarias de los noventa, en las que
podemos denominar las “5-A” o instrumentos para prevenir el conflicto infantil y
juvenil:

1.-Anticipación a las situaciones de dificultad o conflicto, mediante una evaluación
inicial de la situación de riesgo, se propone realizar mediante un nuevo profesional:
el Técnico de Atención al Menor (TAM) una intervención intensiva,
pluridimensional, sistemática, profesional y temprana, anterior a los 14 años.
Evaluar el riesgo real que presenta la situación de cada caso (case management1).
significa actuar mediante la interconexión de servicios (sanitarios, educativos y
sociales) tres actuaciones concretas de intervención familiar : la mediación,  la
orientación y el apoyo inmediato al núcleo familiar en dificultad.. Dichas
actuaciones, en Castilla-La Mancha se vertebran a través de tres redes, de menos
a más especializadas en las situaciones de dificultad y conflicto: los Centros de

                                                       
1  Para elaborar la estrategia de anticipación se han tenido en cuenta tres programas
norteamericanos evaluadas y dirigidos a niños (0-5 años) de medios económicamente
desfavorecidos, como los programas de Bienestar Infantil de Yale (YCWP),el proyecto
Preescolar de Perry (PPP), el programa de desarrollo social de Seattle (SSDP) y el programa
para niños agresivos de Montreal (MEA) los cuales han demostrado que aunque no retrasen el
inicio de la actividad transgresora, reducen significativamente la actividad delictiva así como
otras formas de conducta marginal



atención a la infancia (CAI), los educadores de los servicios sociales básicos  para
el apoyo y trabajo con la propia familia con la finalidad  que se proporcione  al niño,
adolescente o joven un entorno estable, afectivo y seguro y más recientemente los
antes mencionados TAM.

 2.-Acogimiento familiar y residencial,  es la difícil conjugación de necesidades,
urgencias como realidades vivas y sentimientos  al salir de  la propia familia y
entrar en la “otra” familia de acogida o  residencia, ya sea hogar o centro. Otros
tipos de acogidas más frecuentes son los casos “de urgencia, con previsión de
retorno o también permanentes. Los acogimientos son  un recurso que pretende
integrar en otra  familia al joven que tenga que ser separado temporalmente de la
suya con la finalidad de ciudarlo, alimentarlo y educarlo durante el tiempo que sea
preciso. Hoy el acogimiento familiar requiere: el apoyo y formación de las familias
acogedoras,. El acogimiento familiar es un recurso social que se reparte de forma
muy similar entre aquellos en los que existe consentimiento de los padres, o
acogimiento administrativo (51%), y los acogimientos judiciales, cuando existe
oposición de los padres (49%). Los acogimientos sin finalidad preadoptiva son el
80% de los acogimientos constituidos y tienen carácter judicial su mayor parte .
Pero es el acogimiento residencial la alternativa que habitualmente se había
utilizado para los menores desamparados . En Castilla-La Mancha durante 2001
estar acogido por una familia es casi tan frecuente (45%) como el acogimiento
tradicional o residencial (55%), en Centros cuyo número de plazas nunca es
superior a 12 y Hogares Funcionales con un número máximo de 8 plazas. la
profesionalización de acogedores para chavales con ciertas particularidades y la
realización de planes de intervención con las familias biológicas para facilitar, si es
el caso, el retorno a su entorno de origen

3.-Adopción nacional e internacional,cuando se valora conveniente o inevitable
la separación definitiva de la familia natural. Tras la regulación de la adopción
internacional por la Ley 1/96 y la ratificación del Convenio de la Haya  se ha
incrementado y garantizado el procedimiento de adopción de niños de origen
extranjero. Hoy, dada la baja tasa de natalidad y las mejoras sociales existentes,
son más los niños susceptibles de adopción internacional que las de niños
españoles. Pero en ambas hay que garantizar la idoneidad de los solicitantes,
representando un reto para la Administración antes de hacer la propuesta al Juez.
Por ello se ha optado como en otros países europeos por la realización de un
proceso de selección que no sólo garantice los requisitos mínimos, sino que facilite
una formación a las familias que les ayude en su toma de decisiones y en la
posterior adaptación familiar.

4.-Aprendizaje prosocial para los jóvenes infractores y con necesidades
especiales; se ha puesto en marcha en Castilla-La Mancha unos equipos de
intervención en medio abierto formados por un nuevo profesional: el Técnico de
Atención al Menor (TAM )para la ejecución de las medidas en la comunidad, en su
mayor parte y en estrecha relación con los internamientos en alguno de los cuatro
centros para cumplir: a) sanciones de fin de semana el primero, b) y c) en régimen



semiabierto y cerrado el segundo y el tercero y  d) con carácter terapéutico el
cuarto

Estos  dispositivos puestos en marcha  en el último años la mayoría de ellos para
atender el impacto de la nueva ley penal juvenil que ha duplicado el número de
medidas o sanciones educativas a ejecutar desde los 14 hasta los 18 y por el
momento, siguen pendientes todavía de ampliar su competencia hasta los 21 años,
en infracciones poco graves.

Esta reciente transferencia de responsabilidades en ejecución penal que hasta
2001 era tarea de las Instituciones penitenciarias de la Administración Central para
jóvenes entre 16 y 23 años, actualmente las CCAA sin nueva dotación
presupuestaria deben conformar y preparar equipos de profesionales que se vayan
consolidando para poder atenderlas de forma eficaz y resolutiva.

5.-Autonomía personal , es como denominamos al proceso que puede iniciar
mediante su solicitud un joven sobre quien se ha ejercido alguna actuación
protectora y/o judicial, a través del apoyo profesional de un educador-insertor y una
beca-salario de cantidad asimilable al SMI; se pretende garantizar la cobertura de
sus necesidades básicas y formativas a partir de los 16 años, para facilitar de esta
manera su integración laboral y social, su independencia y autonomía hasta los 24
años. A partir de esta edad podrá, si todavía lo requiere, acogerse al salario social.
Este itinerario de la “dependencia a la autonomía” es objeto del Proyecto Menor 15,
iniciativa EQUAL cofinanciada por el FSE .

Para concluir, considero estas “5-A”: anticiparse, acoger, adoptar, aprender
prosocialmente y autonomizar, son los instrumentos o programas de actuación
frente al conflicto juvenil, es decir,  los 5 objetivos tendencia de los nuevos sistemas
regionales de protección a la juventud, que con profesionales debidamente
preparados y supervisados podrá responder a los jóvenes en dificultad y conflicto a
través de dos respuestas estrechamente ligadas, tolerar e intervenir
diferencialmente, en cada caso y de forma personalizada, durante una o varias
ocasiones y de forma diferente y comunitaria o bien preestablecida y normalizada.
Ampliaré gustosamente aquellos aspectos que ustedes deseen y  de todas formas,
por su atención, muchas gracias.


